
Guadalajara de Buga, febrero 12 de 2021 

 

Honorable Magistrado 
LUIS HERNANDO CASTILLO RESTREPO 

Ponente 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Valle del Cauca 

CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA  
Santiago de Cali 

 

Referencia: Disciplinario contra FREDDY YOVANY GARCIA 

Radicación: 76001-11-02-000-2019-02210-00 

Asunto:  RECURSO DE APELACION 

 

FREDDY YOVANI GARCIA MONCADA, mayor de edad, identificado con la 

cedula de ciudadanía No. 14.897.187 expedida en Buga Valle, en mi condición 

de disciplinado en el proceso arriba citado, estando dentro de los términos 

concedidos por la norma que rige el proceso disciplinario Articulo 81 de la  Ley 

1123 de 2007, me permito RECURRIR EN ALZADA, para que el superior en 

su sapiencia reconsidere en mi favor el fallo de primera instancia, por cuanto 

mi actuar no lo realice de manera dolosa, no fue mi intención causar un 

perjuicio al quejoso. 

En diligencia de versión libre expuse las circunstancias que dieron lugar a la 

queja disciplinaria, en la cual expresé la sociedad de hecho y verbal que 

sostuve durante muchos años con el señor JAIME SANCHEZ, (q.p.d., Padre del 

Señor JAIME ADOLFO SANCHEZ GUEVARA), el primera persona muy 

reconocida en el ámbito de negocios y precisamente en el tema de trámite de 

pensiones porque su experiencia en las empresas donde laboro manejaba el 

tema en cuanto a liquidar y asesorar en ese campo.   Al entrar a su lecho 

delicado de salud me expreso que su hijo era quien continuaba conociendo de 

sus negocios, persona esta que por espacio de dos largos años siempre me 

demostró su confianza y honestidad para con los negocios que se venían 

adelantando, y es asi que luego de fallecido el señor Jaime (padre), de mi 

parte le fue entregado a Jaime Adolfo dineros de algunos procesos que ya 

habían terminado de lo cual no hubo desconfianza alguna por que siempre 

actuó de manera responsable.  Fue por ello, por lo que al existir la sociedad la 

cual todavía había negocios pendientes me llevo a entregarle el dinero del 



proceso del hoy quejoso LUIS EDUARDO GIL PEREZ, a Jaime Adolfo Sánchez, 

quien era el que tenía el contacto directo con los clientes de su señor padre. 

Es pertinente manifestarle al señor magistrado, que mi actuar no fue el 

aprovechar un dinero que no me correspondía, tanto es asi que mi 

representación como abogado fue la de instaurar una demanda ordinaria 

laboral para el reconocimiento del 14% de los incrementos a favor de la 

cónyuge, terminada esa demanda no era mi obligación iniciar o continuar con 

el proceso ejecutivo el cual era otro proceso, sin embargo por la amistad que 

el Señor LUIS EDUARDO GIL PEREZ, le asistía con el señor JAIME SANCHEZ 

(q.p.d), decidí continuar el proceso ejecutivo por el mismo 20% de los 

honorarios haciendo una salvedad que antes de iniciar el proceso no me fue 

cancelado ningún dinero incluso ni para copias, ni notificaciones ni cualquier 

otro gasto que se hubiera podido generar en el proceso. 

En esta relación de hechos señor magistrado, dejo a su consideración que mi 

actuar fue de confianza frente a lo sociedad que tenia con los señores 

SANCHEZ GUEVARA (Padre e Hijo), a quien se le entrego el dinero y que de 

manera libre y voluntaria el señor JAIME ADOLFO SANCHEZ GUEVARA, asi lo 

manifestó en diligencia de audiencia ante la sala en presencia del ministerio 

publico, el magistrado y demás personas que asistimos, que el constata que 

recibió el dinero enviado por mi como apoderado a través de mi hijo mayor  

Jefry Yohani García.  Mi obrar ha sido de buena fe, aporte a la investigación el 

testigo único que da fe de haber recibido el dinero precisamente porque la 

sociedad todavía existía por los negocios que se encontraban en curso y quiero 

reiterar lo enunciado por el anexando a esta apelación un documento notariado 

por el dónde lo está reconfirmando. 

RAZONALIDAD DEL PRINCIPIO FUNDAMENTAL. 

conforme lo ha expuesto la corte constitucional en la sentencia t-316 de 2019 

para la modalidad de la conducta, como criterio general de graduación de la 

sanción, debe analizarse desde una perspectiva amplia en donde se aprecie 

tanto lo favorable como lo desfavorable, alrededor de la comisión de una falta, 

ello en virtud de la aplicación del principio constitucional de imparcialidad, el 

cual en materia sancionatoria aboga por el deber de investigar de forma 

integral tanto los hechos y circunstancias que son contrarios a los intereses del 

investigado como aquellos que le benefician, y a tenerlos en cuenta al 

momento de aplicar una sanción. 

en este aspecto considero que la sala enuncia tangencialmente que hay 

criterios de atenuación de la conducta sin entrar a realizar un análisis a 

profundidad de lo expuesto en mi declaración donde estoy manifestando que 



de buena fe entregué los dineros al hijo del señor jaime sanchez con quien yo 

inocente crei que podia seguir una sociedad seria responsable me confié por la 

forma de trabajo que venia realizando son su señor padre pensando que se los 

iba a entregar al poderdante.  omitió la sala allegar a este proceso una 

verificación de mis antecedente disciplinarios judiciales fiscales penales 

policivos y de comportamiento en la sociedad y pronunciarse frente a este 

criterio de atenuación que bien podría habérseme realizado una sanción menos 

gravosa como la que se me ha impuesto teniendo en cuenta que soy un padre 

cabeza de hogar con tres hijos abogado litigante tanto de personas naturales 

como jurídicas bajo la modalidad de contrato de prestación de servicios muy 

distinto a un contrato laboral que carezco de prestaciones sociales y demás 

prebendas salariales como quien si las tiene cuando se goza de una estabilidad 

laboral. 

sin elucidaciones el despacho impone dos de las cuatro sanciones prevista en 

el código como son la sanción y la multa primero calificándola de dolosa 

cuando mi intención no fue quedarme con el dinero y con el valor de una multa 

que conforme a la certificación que adjunto supera los salarios mínimos 

mensuales vigente que devengo en un mes como consta en la certificación de 

contador que anexo. 

la carencia de antecedentes debe operar como un paliativo ante los 

antecedentes. 

asi como la existencia de antecedente tiene la capacidad de agravar una falta, 

lo idóneo, ecuánime y ponderado es que su ausencia permita atenuar la 

sanción respecto de los derechos que resultarían comprometidos. como la 

libertad de escoger profesión u oficio y el derecho al trabajo. 

Es claro manifestar a su señoría, que se vislumbra en la sentencia de primera 

instancia, el no haber tenido en cuenta los principios que pudieran favorecerle 

a este disciplinado, el proceso se llevó hasta su final peque por exceso de 

confianza porque pensé que seguíamos cumpliendo con responsabilidad los 

negocios que se adelantaron tanto con padre como con el mismo Sánchez 

Guevara, dos largos años, conducta que siempre me mostro confianza y que 

no genero duda, frente al socio delegado, anotando que el quejo a la fecha fue 

reparado en su parte económica. 

con el mayor respeto que me merecen, pero de verdad si veo vulnerado mi 

derecho al principio de presunción de inocencia, créanme que en ningún 

momento actué con dolo o queriendo adueñarme de un dinero que no es mío, 

mis principios inculcados por mis padres y la familia en que me crie, nunca 

pero nunca ni en mi profesión ni en mi vida he cogido algo que no es mío, 



además para mí es muy importante el ejemplo que le podamos dar a nuestros 

hijos, soy un convencido de que el colegio o la universidad no aportan a los 

hijos lo que aporta uno con el ejemplo, más que mi hijo mayor está 

terminando la carrera de derecho y me ayuda en mi trabajo, más aun sabiendo 

que el mismo fue quien entrego el dinero a Jaime Sánchez. 

Otra situación que no se puede desconocer es que estamos en emergencia 

sanitaria y la pandemia afectado considerablemente nuestra profesión, yo por 

mi parte le doy gracias a dios que todavía sigo laborando, pero ya no para las 

empresas que laboraba anteriormente ya que me han suspendido varios 

contratos por que las empresas se han quedado sin capacidad para pagar la 

asesoría, estamos en una situación difícil y la verdad me encuentro afectado en 

mi parte económica, prueba de ello fue que me vine a vivir  a la ciudad de 

Buga  para abaratar costos,  como consta en la certificación de pago de 

arrendamiento. Es por ello que solicito de manera respetuosa considerar la 

sanción pecuniaria interpuesta.  

A este plenario es importante traer a colación la Sentencia T-316/19 

ACCION DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES-Requisitos generales 

y especiales de procedibilidad  

PROFESION DE ABOGADO-Parámetros que enmarca su ejercicio   

El abogado está sometido a reglas éticas que se concretan en conductas prohibitivas, 

a través de las cuales se busca asegurar la probidad y honradez en el ejercicio de la 

profesión y la responsabilidad respecto de los clientes y del ordenamiento jurídico. Las 

reglas éticas son necesarias para regular la conducta del abogado en su ejercicio –lo 

cual excluye, por supuesto, una indebida intromisión en su fuero interno–, pues la 

actividad de este profesional va más allá de resolver problemas de orden técnico, en 

tanto su conducta está vinculada con la protección del interés general 

DERECHO DISCIPLINARIO-Aplicación de principios del derecho penal 

La acción disciplinaria del Estado supone una actividad sancionatoria, de manera que 

todas las actuaciones que se realicen en desarrollo de ésta deben respetar unos 

postulados mínimos que, básicamente, están dados por el respeto al debido proceso. 

En este punto cabe destacar que la Corte ha admitido que las garantías del derecho 

penal deben ser aplicadas al derecho disciplinario mutatis mutandi, de hecho, el 

mismo Código establece que en el ejercicio de la sanción disciplinaria deben seguirse 

los principios de legalidad, presunción de inocencia, culpabilidad, antijuridicidad, 

favorabilidad y non bis in idem 

 

PRUEBAS 

 



Es pertinente en este recurso de alzada aportar las pruebas que llevan a 

solicitar sean valoradas con el fin de que en su análisis racional de las mismas 

se REVOQUE la Sentencia de Primera Instancia. 

1. Declaración extra juicio que demuestra que soy padre cabeza de familia 

de tres hijos, dos mayores de edad uno con estudios superiores y otro 

con estudio técnicos y la nena menor de edad con estudios de primaria. 

2. Certificación de contador que demuestra que mis ingresos mensuales no 

superan el valor de la multa impuesta, el ejercicio de la profesión de 

abogado no es rentable máxime en este tiempo de pandemia donde el 

litigio ha desmejorado limitando los ingresos de nosotros los abogados, 

por tanto, considero que me aplicaron una multa excesiva frente a mis 

obligaciones, 

3. Certificación de Jaime Sánchez donde reconfirma que fue el quien se 

gastó el dinero y que yo por intermedio de mi hijo le entregue a él. 

4. Constancia de pago de arrendamiento en Buga. 

5. Copia del recibo de pago de la universidad cooperativa donde estudia mi 

hijo mayor. 

6. Copia de la cedula de mi hijo Yohany Andrés García. 

7. Copia de cedula de mi hijo Jeffryn Yohany García. 

8. Copia del recibo de pago del colegio de mi hija menor 

9. Copia del divorcio. 

10. Copia del registro civil de mi menor hija Miley Yohana García. 

11. Paz y salvo expedido por el Señor Luis Eduardo Gil Pérez. 

 

PETICION: 

 

Solicito al honorable magistrado, se sirva considerar mi petición y suplico en 

este recurso de apelación sea revocada la sentencia de primera instancia, 

teniendo en cuenta que en el ejercicio de mi profesión no he sido nunca 

disciplinado como tampoco tengo antecedentes ni penales, ni policivos, fiscales 

me considero una persona de buenos modales y de buenos comportamientos 

frente a la sociedad y demás personas que me rodean. 

Atentamente, 

 
FREDDY YOVANY GARCÍA 

C.C.#:14.897.187. – TP#: 128.451 C.S.J. 
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CONDOMINIO SANTA LUCÍA  

Carrera 18 # 9 – 56  

Guadalajara de Buga  

 

 

 

A QUIEN PUEDA INTERESAR  

 

 

El señor Freddy Yovany García Moncada, identificado con la Cédula de Ciudadanía 14.897.187 de 

Buga, reside en la casa número cuatro (4) del condominio Santa Lucia de Buga desde el 25 de Julio de 

2020, pagando un  canon mensual de arrendamiento de  $900.000= (novecientos mil pesos mcte) más 

$100.000= (cien mil pesos mcte.), por concepto de administración.   

 

 

 

Se firma en Guadalajara de Buga a  los   15 (quince) días   del mes de febrero de  2021 

 

 

 

Atentamente,  

 

 

 

  

 
VICTORIA EUGENIA ARROYAVE AGUIRRE  

Administradora encargada Condominio Santa Lucía  



 
 
LIDIA PEÑA SIABATO 
CONTADOR PÚBLICO TITULADO 
 

 
Correo electrónico lipesi2007@hotmail.com 

 
Tel. Celular: 311 300 50 64    

 

La Contadora Pública LIDIA PEÑA SIABATO, identificada con Cédula de Ciudadanía 

No. 52.491.752 de Bogotá. Con tarjeta Profesional No. 113502-T 

 
 

C E R T I F I C O  
 
 
 
Que el señor FREDDY YOVANY GARCIA MONCADA identificado con Cedula de 
Ciudadanía No. 14.897.187 de Buga – Valle, Ejerce su profesión como Asesor Jurídico 
de forma independiente con Tarjeta Profesional No. 128451 del CSJ.  Recibe unos 
ingresos brutos mensuales promedios de SIETE MILLONES CIEN MIL PESOS 
($7.100.000,oo) M/cte  
 
Para constancia de lo anterior se firma en Santiago de Cali, a los Quince (15) días del 
mes de febrero de 2021. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
 
LIDIA PEÑA S. 
Contadora Pública 
TP 113502-T 








